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Grana Martínez y la Jueza Vicenty Nazario. 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico a 29 de enero de 2016. 

Compareció ante este tribunal el Sr. Ovidio Ortiz Soto (Sr. Ortiz 

Soto o el recurrente) mediante recurso de revisión administrativa. Nos 

solicitó que revisemos la Resolución y orden notificada por el 

Departamento de Asuntos del Consumidor (DACo o agencia) mediante la 

cual se impuso al recurrente una multa de $500.00 por no haber cumplido 

con un requerimiento de admisión de la agencia.   

 

I 

 Conforme surge del expediente ante nuestra consideración, los 

hechos pertinentes para resolver la controversia presentada ante nos.  

 El 30 de diciembre de 2009 el DACo otorgó al recurrente una 

licencia provisional para operar el negocio Estacionamiento Mr. Cash 

Foodwarehouse en la Calle Principal #18 del municipio de Morovis. Dicha 

licencia tenía fecha de expiración del 30 de diciembre de 2010.1  Debido a 

que el negocio no generó los resultados esperados, más o menos a los 3 

                                                 
1
 Determinaciones de hechos (DH) Núm. 1 y 2 de la Resolución del DACo 
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meses de operaciones cesó sus funciones y el estacionamiento se 

convirtió en uno gratuito.2  

El 3 de noviembre de 2014, transcurridos 4 años desde que la 

licencia del estacionamiento en controversia venció,  DACo envió al 

recurrente una notificación por correo en la cual le concedió un término de 

veinte (20) días para que presentara una solicitud de licencia o informara 

por escrito si no interesaba obtener la misma.  Se le apercibió que de no 

recibirse contestación se procedería conforme a la ley, incluyendo la 

emisión de un aviso de infracción por no proveer la información 

solicitada.3  

El 29 de diciembre de 2014 el DACo emitió el boleto de infracción 

número 06385-6 contra Ovidio Ortiz h/n/c Estacionamiento Mr. Cash Food 

Warehouse por violación a la Ley Núm. 5 del 23 de abril de 1973, según 

enmendada, la Ley Núm. 120 del 7 de junio de 1973, según enmendada, 

y las Reglas 5-A-1 y 5-A-6 del Reglamento de Áreas de Estacionamiento 

Público del DACo.  La violación consistió en que el 3 de noviembre de 

2014 se le había enviado una notificación de renovación o cancelación y 

no cumplió con renovar o cancelar.  

El boleto de infracción fue enviado al aquí recurrente junto con una 

Notificación de aviso de infracción el 8 de enero de 2015 en la cual se le 

notificó la naturaleza de la violación cometida, una multa administrativa 

propuesta de $1,000 y su derecho de objetar la misma.  

Oportunamente, el Sr. Ortiz Soto, presentó Moción en oposición a 

imposición  de multa y solicitud de vista administrativa DACo. En síntesis, 

alegó que la multa no procedía, ya que no se había cometido violación 

alguna a la ley y el reglamento mencionado. También informó que el 

estacionamiento dejó de operar alrededor de los tres meses de expedida 

la licencia provisional cuando se convirtió en uno de uso gratuito.  

El 2 de febrero de 2015, el DACo remitió Citación al Sr. Ortiz Soto 

para la celebración de una vista administrativa a celebrarse el 26 de 

                                                 
2
 DH núm. 6, Id.  

3
  DH Núm. 3, Id. 
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marzo de 2015. Surge de la Resolución apelada que la vista se celebró 

con la comparecencia del recurrente y su representante legal.  

Así las cosas, el 12 de mayo de 2015, notificada el próximo día 13, 

el DACo emitió la resolución aquí impugnada y luego de aquilatar la 

prueba ante si expreso:   

Ahora bien, la falta que se le imputa a Ovidio Ortiz fue 
no haber contestado una información que se le requirió. 

 
Si bien es cierto que Ovidio Ortiz había dejado de 

operar el estacionamiento incluso antes de que se venciera 
su licencia y que por ello no renovó el mismo, éste no 
cumplió con el requerimiento de información por parte de 
este Departamento. 

 
El Artículo 14 (c) de la Ley Núm. 5 del 23 de abril de 

1973, Ley Orgánica del Departamento de Asuntos del 
Consumidor, dispone lo siguiente: 

“Ninguna persona podrá negarse a cumplir con 
citación del Secretario o de su representante, o producir 
evidencia requerídale o rehusar contestar cualquier 
pregunta en relación con cualquier estudio o 
investigación …”  

 

El 3 de noviembre de 2014 este Departamento le 
requirió a Ovidio Ortiz que radicara su solicitud de licencia o 
informara por escrito si no interesaba obtener la misma. Se 
le concedieron 20 días para que respondiera a dicha 
notificación. La parte infractora no contestó la misma. Ello 
constituye un incumplimiento al requerimiento de 
información emitido, incurriendo en una violación a la 
disposición legal antes citada. Por lo cual, procede la 
imposición de la multa administrativa. Ahora bien, 
determinando que Ovidio Ortiz no tuvo la intención de actuar 
con menosprecio y dejadez  ante las reglamentaciones y 
leyes de DACo, se reduce la multa administrativa en un 
50%. Por lo cual, se le impone una multa de $500.00. 

 
Insatisfecho con el dictamen emitido, el Sr. Ortiz Soto presentó 

Moción de reconsideración y orden del DACo. Enfatizó el recurrente que 

conforme expresó en la vista administrativa, la supuesta carta remitida por 

el DACo el 3 de noviembre de 2014 nunca fue recibida, por lo cual no la 

contestaron de forma oportunamente, lo cual sí hicieron con los otros 

requerimientos. No obstante lo anterior, reiteró que nunca operó el 

estacionamiento sin licencia, pues cerró operaciones antes que la licencia 

provisional expirara, por lo cual no violentó la Regla 5A, incisos (1) y (6) 

del Reglamento Núm. 6753, como tampoco infringió la Ley Orgánica del 

DACo.  Evaluada la solicitud del recurrente el DACo la declaró No ha 

lugar.  
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No conforme con la determinación de la Agencia, el Sr. Ortiz Soto 

presentó el recurso de revisión que nos ocupa imputando al DACo el 

haber errado al: 

al emitir Resolución y Orden por violación a una disposición legal 
distinta a la dispuesta en la notificación de multa y boleto de infracción; 

 
al interpretar, que según lo dispuesto en el Reglamento Núm. 6753 

de 2004, en su Regla 5 (A)(6), el recurrente venía obligado a notificar su 
intención de renovar o de cancelar la licencia; 

 
al declarar con lugar la imposición de multa por no contestar un 

requerimiento de información, sin antes emitir un aviso de infracción que 
advirtiera de la disposición de ley imputada por incumplir dicho 
requerimiento; 

 
al notificar simultáneamente el aviso de infracción y la notificación 

de multa;  
 
al concluir que el recurrente cometió infracción al Artículo 14 (c) de 

la Ley Orgánica del DACo; 
 
al realizar únicamente una investigación de expediente, cuatro (4) 

años después de vencida la licencia otorgada, aún más, cuando se 
trataba de una licencia provisional.  
 

 Tras haberse expirado el término para que el DACo compareciera 

sin que así lo hiciera, el 31 de agosto de 2015 emitimos resolución en la 

cual concedimos 5 días finales a la agencia para que presentara su 

alegato. Tampoco lo hizo. Por lo cual, atendemos el mismo sin su 

comparecencia.  

A. La revisión judicial de las decisiones administrativas    

Es norma reiterada que “las decisiones de las agencias 

administrativas gozan de la mayor deferencia por los tribunales.” The 

Sembler Co. v. Mun. de Carolina, 185 D.P.R. 800, 821 (2012); Camacho 

Torres v. AAFET, 168 D.P.R. 66, 91 (2006) citando a Rivera Concepción 

v. A.R.Pe., 152 D.P.R. 116 (2000). Esta norma de deferencia va unida a 

la presunción de corrección y legalidad de la que gozan las 

determinaciones administrativas, por lo que éstas habrán de sostenerse 

hasta que convincentemente se pruebe lo contrario. López Borges v. 

Adm. de Corrección, 185 D.P.R. 603, 626 (2012). Es por ello que la 

revisión judicial ha de limitarse a determinar si la agencia actuó de 
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manera arbitraria, ilegal o irrazonable. Íd.; Federation Des. Ind. v. 

Ebel,  172 D.P.R. 615, 648 (2007).      

Del mismo modo, la sección 4.5 de la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme, Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, 3 

L.P.R.A. sec. 2101 et seq. (LPAU), dispone que “[l]as determinaciones de 

hecho de las decisiones de las agencias serán sostenidas por el tribunal, 

si se basan en evidencia sustancial que obra en el expediente 

administrativo. Las conclusiones de derecho serán revisables en todos 

sus aspectos por el tribunal”. 3 L.P.R.A. sec. 2175. (Énfasis suplido). Es 

decir, la presunción de corrección y regularidad a favor de las 

determinaciones de hecho de los organismos y agencias administrativas 

sólo ha de ser derrotada cuando la parte que las impugne presente 

evidencia suficiente para ello, pues las agencias administrativas cuentan 

con conocimiento experto y experiencia especializada en los asuntos que 

les son encomendados. IFCO Recycling v. Aut. Desp. Sólidos, 184 D.P.R. 

712 (2012); Pereira Suárez v. Jta. Dir Cond., 182 D.P.R. 485, 511 (2011); 

Com. Seg. v. Real Legacy Assurance, 179 D.P.R. 692, 717 (2010).    

Por ello, quien impugne las determinaciones de hecho de una 

agencia administrativa tiene el deber de presentar ante el foro judicial la 

evidencia necesaria que permita, como cuestión de derecho, descartar la 

presunción de corrección de la determinación administrativa. Com. Vec. 

Pro-Mej., Inc. v. J.P., 147 D.P.R. 750, 761 (1999).  Además, debe 

demostrar que existe otra prueba en el expediente que reduzca o 

menoscabe el valor probatorio de la evidencia impugnada, hasta el punto 

de que no se pueda concluir que la determinación de la agencia fue 

razonable de acuerdo con la totalidad de la prueba que tuvo ante su 

consideración. Rebollo v. Yiyi Motors, 161 D.P.R. 69, 76 (2002). Sin 

embargo, es axioma judicial que ante la prueba pericial y documental, el 

tribunal revisor se encuentra en igual posición que el foro recurrido y por 

tanto, está facultado para apreciar la prueba apoyándose en su propio 

criterio. García Reyes v. Cruz Auto Corp., 173 D.P.R. 870, 895 (2008); 
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Rebollo v. Yiyi Motors, 161 D.P.R. 69, 78 (2004); Dye-Tex de P.R., Inc. v. 

Royal Ins. Co., 150 D.P.R. 658, 662 (2000).      

A la luz de lo anterior, nuestra intervención se limita a determinar: 

(1) si el remedio concedido fue apropiado; (2) si las determinaciones de 

hecho están razonablemente sostenidas por la prueba, y (3) si las 

conclusiones de derecho del organismo administrativo son correctas. 3 

L.P.R.A. sec. 2175; P.R.T.C. Co. v. J. Reg. Tel. de P. R., 151 D.P.R. 269, 

281 (2000). Por tanto, nuestra revisión tiene el objetivo de asegurarnos de 

que la agencia administrativa haya actuado “dentro del marco de los 

poderes que le han sido delegados y en conformidad con la política 

pública que lo dirige”. Unlimited v. Mun. de Guaynabo, 183 D.P.R. 947, 

965  (2011). Solamente en caso de que la actuación administrativa no 

pueda ser razonablemente sustentada por ser contraria a derecho es que 

podremos intervenir con la determinación impugnada para invalidarla. 

Calderón Otero v. C.F.S.E., 181 D.P.R. 386, 396 (2011). Así pues, el 

principio general de deferencia a las determinaciones e interpretaciones 

de ley que realicen las agencias sobre la ley que administran cede 

cuando dicha interpretación resulta incompatible con el propósito y la 

política pública del estatuto interpretado. Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty 

et al. II, supra, págs. 941-942.    

B. Reglamentación de áreas de estacionamiento público por 

parte del DACo. 

El DACo tiene la facultad de reglamentar el negocio de 

estacionamientos públicos, en virtud de la Ley 120 del 7 de junio de 1973, 

23 L.P.R.A. sec. 805 et seq., conocida como la “Ley para Regular el 

Negocio de Áreas para el Estacionamiento Público de Vehículos de 

Motor”. Su propósito fue crear un esquema de reglamentación que 

protegiera adecuadamente los intereses de los usuarios de 

estacionamientos públicos y así proveerles remedios adecuados de 

manera expedita.  Aguilú Delgado v. Puerto Rico Parking System, 122 

D.P.R. 261, 265 (1988).   La referida ley establece que el DACo 
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investigará y examinará, a iniciativa propia o mediante querella, a los 

operadores de estacionamientos públicos para determinar si están 

cumpliendo con la misma o con las órdenes emitidas a su amparo. 23 

L.P.R.A. sec. 807(4). El Art. 3 de la Ley Núm. 120, supra, establece los 

poderes y facultades del Secretario del DACo, a esos efectos.4   A los 

fines de poder ejercer esos poderes y facultades, el DACo promulgó el 

Reglamento Núm. 6753 del 23 de enero de 2004 conocido como el 

Reglamento de Áreas de Estacionamiento Público.   

El Art. 4 de la Ley 120, supra, y la Regla 5(A)1 del Reglamento 

Núm. 6753 establecen que ninguna persona se dedicará a la operación 

de un área de estacionamiento público, sin antes haber obtenido una 

licencia para ello otorgada por el DACo.  Expedida la licencia, la Regla 

5(A) 6 dispone que todo operador5 solicitará la renovación de su licencia 

al menos quince (15) días antes de su vencimiento.   

Nada dispone el Reglamento ni la ley sobre el procedimiento que 

debe realizar aquella entidad o persona que antes de que expire su 

licencia provisional, cierre el negocio de estacionamiento, y no tenga 

interés alguno en renovar la licencia expedida.   

Por otra parte, en virtud de las facultades delegadas, el DACO 

aprobó el Reglamento para la Imposición de Multas  conocido como el 

Reglamento Núm. 7750 del Departamento de Asuntos del Consumidor 

(Reglamento Núm. 7750). El Reglamento fue aprobado “con el propósito 

de establecer parámetros uniformes para la fijación de cuantía máxima de 

las multas administrativas que se notificarán e impondrán a los violadores 

que infrinjan una o más disposiciones legales y reglamentarias bajo la 

                                                 
4
 El Art. 3 de la Ley Núm. 120, supra, establece lo siguiente:   

Por la presente se le confieren al Secretario plenas facultades para reglamentar la operación de 
las áreas de estacionamiento público, en todo lo que sea necesario y conveniente para la 
protección, seguridad, conveniencia y bienestar general de los usuarios o visitantes de estos 
negocios. Las facultades que aquí se confieren son las siguientes:    
1.  […]   
2.  Expedir, suspender o revocar la licencia a los  operadores de áreas de estacionamiento 
público.   
[…]   
 
5
 Operador – Toda persona, sus empleados o representantes, que opera un área de 

estacionamiento con ánimo directo o indirecto de lucro. Regla 4 – l. del Reglamento Núm. 6753. 
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jurisdicción del Departamento”. (Énfasis nuestro). Regla 4 del Reglamento 

Núm. 7750, supra.  

Cónsono con lo anterior, el DACo puede iniciar investigaciones tras 

la presentación de una querella o por iniciativa propia por las actuaciones 

u omisiones bajo su jurisdicción que violenten cualesquiera de las leyes, 

reglamentos u órdenes administrados por él, o en coordinación de las 

agencias del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico cuando 

afecten el interés de los consumidores. Regla 6 del Reglamento Núm. 

7750, supra.  

Conforme a la autoridad delegada, cualquier funcionario del DACO 

autorizado por el Secretario a tales fines, puede emitir avisos de 

infracción. Regla 8 del Reglamento Núm. 7750, supra  

El aviso de infracción deberá contener una descripción de las 

circunstancias personales del infractor, con inclusión de, pero sin limitarse 

a, nombre de la persona, negocio o institución investigada, dirección física 

y postal y los números de teléfono disponibles; la descripción de las 

circunstancias en las cuales se realizó la investigación (lugar, fecha y 

hora en que se emitió el aviso, nombre de la persona que recibió la 

infracción y su posición dentro del negocio investigado); la descripción 

de la actuación u omisión constitutiva de infracción; las 

disposiciones legales por las cuales se le notificó el aviso de 

infracción; una advertencia a los efectos de que el DACO podrá, dentro 

del término de veinte (20) días de emitido el aviso de infracción, notificar 

formalmente una multa administrativa y la cantidad máxima que se le 

podrá imponer por ese concepto; y, las circunstancias personales del 

funcionario que lo emitió (nombre, división para la que trabaja y firma). Id.  

En lo relativo a la notificación de la multa administrativa, el DACO 

deberá notificarla al infractor dentro del término de veinte (20) días, 

contados a partir de la fecha en que se emitió el aviso. Regla 9 del 

Reglamento Núm. 7750, supra. La notificación contendrá una 

descripción de las circunstancias personales del infractor (nombre, 
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dirección postal); la descripción de la actuación u omisión constitutiva de 

la infracción; las disposiciones legales por las cuales se le notificó el 

aviso de infracción; la sanción o multa a la que se expone el infractor; 

un apercibimiento de que el infractor puede allanarse a la multa e informar 

su cumplimiento de pago o, en la alternativa, de su derecho a solicitar una 

vista administrativa y el término y el procedimiento para realizar la 

solicitud; una advertencia a los efectos de si no responde al aviso dentro 

del término de veinte (20) días de notificado el aviso de infracción, se 

expone a que se emita una Resolución en su contra confirmando la multa 

recomendada, sin más oportunidad de citarle ni oírle; y, una certificación 

de envío con fecha y archivo de copia de la notificación debidamente 

cumplimentada por personal autorizado para ello. Id.  

Expuesto el derecho aplicable para solucionar la controversia 

presentada ante este foro, resolvemos.   

III. 

Luego de examinar detenidamente el expediente y las leyes y 

reglamentos aplicables al presente caso determinamos revocar el 

dictamen apelado. Aunque carecemos de copia el expediente 

administrativo y de la comparecencia del DACo determinamos que al 

imponer la multa de $500.00 al Sr. Ortiz Soto la agencia administrativa 

actuó de forma ultra vires.  

No hay duda alguna en cuanto al hecho de que el aquí recurrente 

cesó de operar el estacionamiento público para el cual tenía licencia 

provisional mucho antes de que la misma expirara. Así lo detalló la 

agencia en la resolución emitida. Tampoco en cuanto al que el Sr. Ortiz 

Soto es un hombre diligente, pues como bien detalló el DACo en su 

determinación de hechos número 7, aunque Ovidio Ortiz nunca contestó 

al DACo la información que se le solicitó mediante la carta del 3 de 

noviembre de 2014,  éste nunca tuvo la intención de actuar con 

menosprecio o dejadez ante las reglamentaciones y leyes de DACo. Fue 
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precisamente por ello, que determinó disminuir la cuantía de la multa 

impuesta.  

Sin embrago, surge de la Resolución que la falta que se le imputa 

a Ovidio Ortiz fue no haber contestado una información que se le requirió. 

Entiéndase, no haber contestado la carta emitida el 3 de noviembre de 

2014, la cual el Sr. Ortiz Soto alegó no haber recibido. Aunque surge de la 

Resolución impugnada que la referida carta es una “notificación”, no 

podemos calificar dicha carta como una notificación de multa a los efectos 

de cumplir con las disposiciones del Reglamento Núm. 7750, Regla 8 y 9. 

Ni del Aviso de infracción ni de la Notificación de multa surge que 

la falta imputada al Sr. Ortiz Soto hubiese sido por infringir el Art. 14 (c) de 

la Ley Orgánica del DACo6, sino que fueron por no cumplir con las Reglas 

5-A-1 y 5-A-6 del Reglamento Núm. 6753.  

Siendo ello así, no hay duda alguna que la actuación del DACo en 

el presente caso debe revocarse. Más aun cuando el DACo aceptó que el 

negocio de estacionamiento no estaba operando y que el Sr. Ortiz Soto 

ha sido diligente en en proceso administrativo. Además, una lectura 

completa del Art. 14 (c), supra, hace inmeritorio su aplicación al presente 

caso. Consecuentemente, la multa impuesta por el DACo no procede.   

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, revocamos el dictamen 

recurrido.   

Notifíquese.   

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

 

                                                  Lcda.  Dimarie Alicea Lozada  
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
6
 “Ninguna persona podrá negarse a cumplir con una citación del Secretario o de su 

representante, o producir la evidencia requerídale [sic] o rehusar contestar cualquier 
pregunta en relación con cualquier estudio o investigación o porque la evidencia que se 
le requiere podría incriminarle o le expondría  a un proceso criminal o a que se le 
destituya o suspendiera de su empleo, profesión o ocupación […]  


